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Resolución del Pleno del Instituto de Transparencia, Acceso a la Información Pública y Protección de Datos Personales del Estado de México y Municipios, con domicilio en Metepec, Estado de México, a seis de agosto de dos mil veinticinco. 
VISTO el expediente electrónico formado con motivo del recurso de revisión número 07285/INFOEM/IP/RR/2025, interpuesto por un particular, en lo sucesivo El Recurrente, en contra de la respuesta del Sistema Municipal para el Desarrollo Integral de la Familia de Tepotzotlán, en lo subsecuente El Sujeto Obligado, se procede a dictar la presente resolución. 

A N T E C E D E N T E S   D E L   A S U N T O
PRIMERO. De la Solicitud de Información.
Con fecha veintiséis de mayo de dos mil veinticinco, El Recurrente, presentó a través del Sistema de Acceso a la Información Mexiquense (SAIMEX) ante El Sujeto Obligado, solicitud de acceso a la información pública, registrada bajo el número de expediente 00059/DIFTEPOTZO/IP/2025, mediante la cual solicitó información en el tenor siguiente:
[bookmark: _Hlk202447149]“Señora presidenta, me gustaría saber si usted sabe o tiene conocimiento de cuál es la razón por la que su personal, o específicamente la señora XXXXXX, de psicología de discapacidad no está atendiendo pacientes, van varias ocasiones en las he ido y no me ha querido atender por qué indica que no tiene Espacio en su agenda por todos los pacientes tiene que atender. El problema es que ya se le ha visto en horario laboral con su novio en pleno agasajo y beso en la plaza de Tepotzotlán con su novio y que según se, también trabaja como chofer en el DIF llamado XXXXX, razón por la cual de acuerdo a la ley estás personas deberían de ser sancionadas ya que la causa por la que dejan de trabajar en horas laborales y según la ley están ewcibiendo un sueldo de la nómina proveniente de los impuestos que pagamos todos los ciudadanos. Espero sea considerada la presente presidenta palomita y muchas gracias” (Sic)
Modalidad de entrega: A través del SAIMEX.

SEGUNDO. De la respuesta del Sujeto Obligado.
En el expediente electrónico SAIMEX, se aprecia que el dieciséis de junio de dos mil veinticinco, El Sujeto Obligado dio respuesta a la solicitud de información en los siguientes términos:
“En respuesta a la solicitud recibida, nos permitimos hacer de su conocimiento que con fundamento en el artículo 53, Fracciones: II, V y VI de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, le contestamos que:
En respuesta a su solicitud 00059/DIFTEPOTZO/IP/2025. Nos permitimos hacer de su conocimiento que con fundamento en el artículo 53, Fracciones: II, V y VI de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios se anexa un archivo en pdf” (Sic)
Adjuntando para tal efecto el documento electrónico “Oficio Respuesta Direccion.pdf”, cuyo contenido será materia de análisis en el considerando respectivo. 

TERCERO. Del recurso de revisión.
Inconforme con la respuesta por El Sujeto Obligado, El Recurrente interpuso recurso de revisión, en fecha diecisiete de junio de dos mil veinticinco, el cual fue registrado en el sistema electrónico con el expediente 07285/INFOEM/IP/RR/2025, en el cual arguye las siguientes manifestaciones:  
Acto impugnado:
“Falta de trámite de una solicitud” (Sic) 
Razones o motivos de inconformidad: 
“De acuerdo a lo que marca la ley de transparencia acceso a la información pública toda solicitud de información ciudadana, de un órgano grande, autoridad competente que solicita la información; esta deberá ser recibida por la unidad de transparencia y turnada al área unidad a la que se le solicita la información y que de acuerdo a sus funciones sea el área que debe dar respuesta a las solicitudes de información tal y como lo prevé la ley y la unidad de transparencia tenga conocimiento que tengan o puedan tener la información que se solicita. Por lo anterior una vez que la unidad de transparencia recibe la solicitud de información esta deberá ser turnada al área que de acuerdo a las facultades y funciones fue turnada a la oficina de presidencia y precisamente a la licenciada María Dolores Zuppa Villegas más no así al área que da respuesta. El parrafo anterior se deduce que el motivo de la inconformidad fue que no se le dio el trámite correcto a la solicitud, por lo que se viola el derecho individual y humano de certeza jurídica dado que el oficio que se recibió como respuesta no se obliga a derecho y tampoco se garantiza que el procedimiento realizado haya sido el correcto. Así también tampoco se aplican los principios de profesionalismo de esa institución dado que si bien es cierto que las cuestiones de índole personal atañen únicamente a los servidores públicos en cuestión también lo es que ambos servidores públicos perciben un sueldo que deriva del presupuesto asignado para la institución por lo tanto al ejercer recursos públicos a los dos servidores públicos en cuestión y que se indican sus nombres en la solicitud de información realizan actividades meramente personales en horarios de trabajo y fuera de sus lugares habituales donde debieran de estar prestando sus servicios profesionales más no así en lugar distinto y dentro del horario establecido para realizar sus funciones. Por lo que el motivo de la solicitud de información no es perjudicar a los servidores públicos sino por el contrario solicitar la información precisa clara y directa a la ciudadana presidenta de la dependencia a fin de saber si existe conocimiento y documentalmente existe pruebas o actas administrativas o procedimientos levantados ante los servidores públicos por esta cuestión. Por otro lado es violatorio de garantías la respuesta recibida por parte de la ciudadana Jenny Candelaria Sánchez Peza, dado que no es ella la persona la que fue solicitada la información y De igual forma no es ella la persona responsable de levantar los procedimientos administrativos ante cualquier servidor público y que de acuerdo a esta función debería ser el órgano de control la solicitud de la misma presidenta que es la que tiene o tuvo conocimiento de los hechos descritos en la solicitud de información. Por lo que en relación a lo anterior se viola el derecho confiabilidad por lo que no puede ser verificable por la ciudadanía la veracidad de que la tramitación a la solicitud fuera turnada a la máxima autoridad de la dependencia por lo que estamos en el supuesto de usurpación de funciones por parte de la directora. Por otro lado apegándome al artículo 12 que tal y como la funcionaria pública plasmo sobre el documento, el sujeto obligado a proporcionara toda la información pública que existe en sus archivos, también lo es que entre sus funciones se encuentran generar la información que derivado de sus funciones realizan todos los servidores públicos por lo tanto deben de existir las actas administrativas levantadas los procedimientos ante el órgano de control los antecedentes que tengan los servidores públicos que realizaron actividades en horario de trabajo y fuera de sus lugares habituales para realizar actividades meramente personales así también de acuerdo a la ley deben existir reglamentos internos que indican cuáles son las sanciones a las que todo servidor público debe aplicarse en caso de incurrir en actos que tal y como se describen en la solicitud fueron presenciadas por la ciudadanía y como bien se indicó son servidores públicos que perciben un sueldo derivado de recursos públicos Por lo cual es obligación de la persona que encabeza la dependencia dar aviso a su órgano de control a fin de que se realicen las medidas preventivas o en su defecto sanciones a fin de evitar que la circunstancia vuelva a repetirse. Por otro lado apegándome al acto impugnado de la falta de trámite a la solicitud de información se manifiesta el instituto que derivado de la respuesta recibida no se encuentra pegado a derecho a la ley de los principios de transparencia dado que no se adjunta el documento oficial en el que la unidad de transparencia turnó la solicitud de información al área respectiva, dándose por ende que el acto administrativo nunca se realizó dado que no existe constancia en la que la presidenta del dif haya sido notificada sobre la solicitud de información. Este último punto hace suponer que el sujeto obligado no trabaja bajo el principio de transparencia por lo que esta respuesta debería de ser acompañada del oficio de la unidad de transparencia a presidencia, al órgano de control interno o al área de recursos humanos que son las áreas que deberían de tener esta información sobre sus trabajadores estoy de acuerdo al fundamento legal en el que se indica que todo sujeto obligado y servidores públicos deben documentar todo hecho o acto que derive de sus funciones o facultades las cuales al no venir acompañada la notificación que antecede se da por hecho que no se está realizando el trámite correcto. Por lo anterior es violatorio de garantías el derecho de la ciudadanía al acceso a la información por lo cual solicito al instituto se ha revisado el presente recurso a fin de que de nueva cuenta se revise el presente asunto y la ciudadanía reciba la información, correcta, completa y solo aquella que de acuerdo a sus funciones deban realizar las areas competentes a fin de evitar que un área administrativa no competente de respuesta de algo que no conoce no sabe y no le consta y que no son sus funciones así también se solicita se perciba a la unidad de transparencia a fin de que entregue la información completa (notificarse la solicitud a las áreas a las que deba corresponderles y que sepa que puedan contar con la información) o por el contrario se aplique las medidas de apremio en caso de no contar con la información que de acuerdo a sus funciones debió de haber realizado la unidad de transparencia. Apelo al derecho y a la justicia para que en su momento se reciba la información conforme a derecho de la solicitud del y de acuerdo a lo impugnado en el presente recurso así como también al ejercicio de las facultades que tengan los sujetos obligados por medio de sus unidades de transparencia” (Sic)
Adjuntando el documento electrónico “Oficio Respuesta Direccion.pdf”, remitido por El Sujeto Obligado mediante respuesta primigenia. 

CUARTO. Del turno del recurso de revisión.
Medio de impugnación que le fue turnado al Comisionado presidente José Martínez Vilchis, por medio del sistema electrónico en términos del arábigo 185 fracción I de la Ley de Transparencia y Acceso a la información Pública del Estado de México y Municipios, del cual recayó acuerdo de admisión en fecha diecinueve de junio de dos mil veinticinco, determinándose en él, un plazo de siete días para que las partes manifestaran lo que a su derecho corresponda en términos del numeral ya citado. 

QUINTO. De la etapa de instrucción.
Así, en la etapa de instrucción, de las constancias que obran en los expedientes electrónicos de los recursos de revisión se advierte que El Sujeto Obligado fue omiso en rendir su informe justificado. 
Por lo cual se decretó instrucción con fecha uno de julio de los corrientes, en términos del artículo 185 Fracción VI de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, iniciando el término legal para dictar resolución definitiva del asunto. 
C O N S I D E R A N D O 
PRIMERO. De la competencia.
Este Instituto de Transparencia, Acceso a la Información Pública y Protección de Datos Personales del Estado de México y Municipios es competente para conocer y resolver el presente Recurso de Revisión, conforme a lo dispuesto en el artículo 5o párrafos trigésimo tercero, trigésimo noveno, cuadragésimo y cuadragésimo primero, fracción VIII de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de México; ordinal 2, fracción II, 13, 29, 36, fracciones I y II, 176, 178, 179, 181 párrafo tercero y 185 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios; y 9, fracciones I y XXIII y 11 del Reglamento Interior del Instituto de Transparencia, Acceso a la Información Pública y Protección de Datos Personales del Estado de México y Municipios. 

SEGUNDO. Sobre los alcances del recurso de revisión. 
Derivado de la impugnación realizada, es preciso e importante señalar que el recurso de revisión inmerso en la Ley de Transparencia vigente en la entidad, tiene el fin y alcance que señalan los numerales 176, 179, 181 párrafo cuarto, 194 y 195 y demás aplicables de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios vigente, el cual será analizado conforme a las actuaciones que obren en el expediente electrónico, con la finalidad de reparar cualquier posible afectación al derecho de acceso a la información pública y garantizando el principio rector de máxima publicidad.

TERCERO. Cuestiones de previo y especial pronunciamiento.  
El Recurso de Revisión en estudio contiene los elementos normativos de validez exigidos en la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, establecidos en el artículo 180 que enuncia:
“Artículo 180. El recurso de revisión contendrá:
I. El sujeto obligado ante la cual se presentó la solicitud;
II. El nombre del solicitante que recurre o de su representante y, en su caso, del tercero interesado, así como la dirección o medio que señale para recibir notificaciones;
III. El número de folio de respuesta de la solicitud de acceso;
IV. La fecha en que fue notificada la respuesta al solicitante o tuvo conocimiento del acto reclamado, o de presentación de la solicitud, en caso de falta de respuesta;
V. El acto que se recurre;
VI. Las razones o motivos de inconformidad;
VII. La copia de la respuesta que se impugna y, en su caso, de la notificación correspondiente, en el caso de respuesta de la solicitud; y
VIII. Firma del recurrente, en su caso, cuando se presente por escrito, requisito sin el cual se dará trámite al recurso.
Adicionalmente, se podrán anexar las pruebas y demás elementos que considere procedentes someter a juicio del Instituto.
En ningún caso será necesario que el particular ratifique el recurso de revisión interpuesto.
En caso de que el recurso se interponga de manera electrónica no será indispensable que contengan los requisitos establecidos en las fracciones II, IV, VII y VIII.” [Sic] 

Cabe señalar que El Recurrente ejerció de manera anónima su derecho de acceso a la información pública, sin embargo, no es motivo para desechar las solicitudes de acceso a la información pública conforme a lo previsto en el artículo 155, penúltimo párrafo de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios que señala lo siguiente:
“Las solicitudes anónimas, con nombre incompleto o seudónimo serán procedentes para su trámite por parte del sujeto obligado ante quien se presente. No podrá requerirse información adicional con motivo del nombre proporcionado por el solicitante.” [Sic]

Robusteciendo lo anterior se encuentra lo dispuesto en los artículos 6, Apartado A, fracciones III y IV de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y 5 párrafos vigésimo, vigésimo primero y vigésimo segundo, de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de México, se establece lo siguiente:
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos
“Artículo 6°.- La manifestación de las ideas no será objeto de ninguna inquisición judicial o administrativa, sino en el caso de que ataque a la moral, la vida privada o los derechos de terceros, provoque algún delito, o perturbe el orden público; el derecho de réplica será ejercido en los términos dispuestos por la ley. El derecho a la información será garantizado por el Estado.
(…)
Para efectos de lo dispuesto en el presente artículo se observará lo siguiente: 
A. Para el ejercicio del derecho de acceso a la información, la Federación, los Estados y el Distrito Federal, en el ámbito de sus respectivas competencias, se regirán por los siguientes principios y bases:
(…)
III. Toda persona, sin necesidad de acreditar interés alguno o justificar su utilización, tendrá acceso gratuito a la información pública, a sus datos personales o a la rectificación de éstos. 
IV. Se establecerán mecanismos de acceso a la información y procedimientos de revisión expeditos que se sustanciarán ante los organismos autónomos especializados e imparciales que establece esta Constitución.” [Sic]

Constitución Política del Estado Libre y Soberano de México
“Artículo 5.- En el Estado de México todas las personas gozarán de los derechos humanos reconocidos en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en los tratados internacionales en los que el Estado mexicano sea parte, en esta Constitución y en las leyes que de ésta emanen, por lo que gozarán de las garantías para su protección, las cuales no podrán restringirse ni suspenderse salvo en los casos y bajo las condiciones que la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos establece.
(…)
Toda persona en el Estado de México, tiene derecho al libre acceso a la información plural y oportuna, así como a buscar recibir y difundir información e ideas de toda índole por cualquier medio de expresión.
 (…)
El derecho a la información será garantizado por el Estado. La ley establecerá las previsiones que permitan asegurar la protección, el respeto y la difusión de este derecho. 
Para garantizar el ejercicio del derecho de transparencia, acceso a la información pública y protección de datos personales, los poderes públicos y los organismos autónomos, transparentarán sus acciones, en términos de las disposiciones aplicables, la información será oportuna, clara, veraz y de fácil acceso. Este derecho se regirá por los principios y bases siguientes:
(...)
III. Toda persona, sin necesidad de acreditar interés alguno o justificar su utilización, tendrá acceso gratuito a la información pública, a sus datos personales o a la rectificación de éstos;
IV. Se establecerán mecanismos de acceso a la información y procedimientos de revisión expeditos que se sustanciarán ante el organismo autónomo especializado e imparcial que establece esta Constitución.
(…)
VIII. El Estado contará con un organismo autónomo, especializado, imparcial, colegiado, con personalidad jurídica y patrimonio propio, con plena autonomía técnica y de gestión, con capacidad para decidir sobre el ejercicio de su presupuesto y determinar su organización interna, responsable de garantizar el cumplimiento del derecho de transparencia, acceso a la información pública y a la protección de datos personales en posesión de los sujetos obligados en los términos que establezca la ley. (…)” [Sic]

Por otra parte, del contenido del artículo 1 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, se destaca lo siguiente:
“Artículo 1o. En los Estados Unidos Mexicanos todas las personas gozarán de los derechos humanos reconocidos en esta Constitución y en los tratados internacionales de los que el Estado Mexicano sea parte, así como de las garantías para su protección, cuyo ejercicio no podrá restringirse ni suspenderse, salvo en los casos y bajo las condiciones que esta Constitución establece.
Las normas relativas a los derechos humanos se interpretarán de conformidad con esta Constitución y con los tratados internacionales de la materia favoreciendo en todo tiempo a las personas la protección más amplia.
Todas las autoridades, en el ámbito de sus competencias, tienen la obligación de promover, respetar, proteger y garantizar los derechos humanos de conformidad con los principios de universalidad, interdependencia, indivisibilidad y progresividad. En consecuencia, el Estado deberá prevenir, investigar, sancionar y reparar las violaciones a los derechos humanos, en los términos que establezca la ley.” [Sic]

Por lo cual, de una interpretación sistemática, conforme y progresiva del derecho humano de acceso a la información pública se aprecia que toda persona, sin necesidad de acreditar interés alguno o justificar su utilización, deberá tener acceso a la información pública, es decir, dicho derecho fundamental exime a quien lo ejerce, de acreditar su legitimación en la causa o su interés en el asunto, lo que permite la posibilidad de que, incluso, la solicitud de acceso a la información pueda ser anónima o no contener un nombre que identifique al solicitante o que permita tener certeza sobre su identidad. En conclusión, se cubrieron los requisitos de procedencia y procedibilidad y conforme a las constancias que obran en el expediente.

CUARTO. Del estudio de las causas de improcedencia y sobreseimiento.
Es importante resaltar que en el procedimiento de acceso a la información pública y de los medios de impugnación de la materia, se advierten diversos supuestos de procedibilidad que deben estudiarse con la finalidad de dar cumplimiento a los principios de legalidad y objetividad inmersos en el artículo 9 de Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, en correlación con la seguridad jurídica que debe generar lo actuado ante este Organismo garante.
[bookmark: _GoBack]Siendo una facultad legal entrar al estudio de las causas de improcedencia que hagan valer las partes o que se adviertan de oficio por este Instituto; presupuestos procesales de inicio o trámite de un proceso que dotan de seguridad jurídica las resoluciones emitidas por este organismo colegiado dado que se trata de una figura procesal adoptada en la ley de la materia, la cual permite dilucidar alguna causal que impida el estudio y resolución de un asunto en su fondo, cuando una vez admitido el recurso de revisión se advierta una causa de improcedencia que permita sobreseerlo. 
Estudio de causales de improcedencia que no son incompatibles con el derecho de acceso a la justicia, ya que éste no se coarta por regular causas de improcedencia y sobreseimiento con tales fines[footnoteRef:1]. [1:  IMPROCEDENCIA Y SOBRESEIMIENTO EN EL JUICIO DE AMPARO. LAS CAUSAS PREVISTAS EN LOS ARTÍCULOS 73 Y 74 DE LA LEY DE LA MATERIA, RESPECTIVAMENTE, NO SON INCOMPATIBLES CON EL ARTÍCULO 25.1 DE LA CONVENCIÓN AMERICANA SOBRE DERECHOS HUMANOS.
Del examen de compatibilidad de los artículos 73 y 74 de la Ley de Amparo con el artículo 25.1 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos no se advierte que el derecho interno desatienda los estándares que pretenden proteger los derechos humanos en dicho tratado, por regular causas de improcedencia y sobreseimiento que impiden abordar el estudio de fondo del asunto en el juicio de amparo, en virtud de que el propósito de condicionar el acceso a los tribunales para evitar un sobrecargo de casos sin mérito, es en sí legítimo, por lo que esa compatibilidad, en cuanto a los requisitos para la admisibilidad de los recursos dependerá, en principio, de los siguientes criterios: no pueden ser irracionales ni de tal naturaleza que despojen al derecho de su esencia, ni discriminatorios y, en el caso, la razonabilidad de esas causas se justifica por la viabilidad de que una eventual sentencia concesoria tenga un ámbito de protección concreto y no entre en conflicto con el orden jurídico, no son de tal naturaleza que despojen al derecho de su esencia ni tampoco son discriminatorias, pues no existe alguna condicionante para su aplicabilidad, en función de cuestiones personales o particulares del quejoso. Por tanto, las indicadas causas de improcedencia y sobreseimiento no son incompatibles con el citado precepto 25.1, pues no impiden decidir sencilla, rápida y efectivamente sobre los derechos fundamentales reclamados como violados dentro del juicio de garantías.] 

En primer término es necesario hacer alusión a la solicitud de información ya que de ellas deriva por un lado al procedimiento de acceso a la información ante el sujeto obligado, y por otro lado la materia sobre la que versara el recurso de revisión ante este Órgano Garante; se resalta la innegable necesidad de interpretar el texto de las solicitudes, porque no se podría entender el derecho de acceso a la información sin la existencia de solicitudes de información a la luz de su interpretación ya que ésta es la fuente de la materia objeto de la transparencia específica en cada recurso de revisión; es decir, no podemos establecer una materia o un tema como objeto de derecho de acceso a la información, si de la solicitud no se entiende o no se precisan temas o materias objetivas; por ello es de notoria importancia el trabajo de interpretación que se le dé a las solicitudes de información, ya que el sujeto obligado puede considerar una circunstancia en particular diversa a la que la particular objetivamente requiere.
Ya que el planteamiento del problema es de toral importancia, a efecto de determinar la intención o voluntad del Recurrente a la luz de la interpretación de las solicitudes de información, y que puede generar de forma objetiva y material el sujeto obligado que se relacione con esa intención, respecto del presente asunto se realiza a continuación.
Ahora bien, se procede al análisis del presente recurso, así como al contenido íntegro de las actuaciones que obran en el expediente electrónico, para así estar en posibilidad este Órgano Colegiado de dictar el fallo correspondiente conforme a derecho, tomando en consideración los elementos aportados por las partes y apegándose en todo momento al principio de máxima publicidad consagrado en nuestra Constitución Federal, Local y demás leyes aplicables en la materia, así como en los tratados internacionales en los que el Estado Mexicano sea parte, en concordancia con el párrafo tercero del artículo 1, de la Constitución Federal y el diverso 8, de la Ley de Transparencia local.
Cabe resaltar que la Ley de Transparencia estatal en su artículo 192 contempla la figura jurídica del sobreseimiento, y específicamente en su hipótesis inmersa en la fracción IV, la cual establece que se sobreseerá el asunto cuando una vez admitido el recurso de revisión, aparezca alguna causal de improcedencia en los términos de la presente Ley.
En ese contexto, para el efecto de verificar que el presente recurso de revisión se ha actualizado la hipótesis referida, es necesario realizar un estudio a las actuaciones que obran en el expediente electrónico a fin de determinar si en el caso en concreto se actualiza el supuesto procesal que establece la fracción IV del artículo 192 de la Ley de Transparencia local y se presentó alguna causal de improcedencia prevista en el artículo 191 de la misma Ley.
En este sentido y de forma inicial, se trae a colación la solicitud de información consistente en:
“Señora presidenta, me gustaría saber si usted sabe o tiene conocimiento de cuál es la razón por la que su personal, o específicamente la señora XXXXXX, de psicología de discapacidad no está atendiendo pacientes, van varias ocasiones en las he ido y no me ha querido atender por qué indica que no tiene Espacio en su agenda por todos los pacientes tiene que atender. El problema es que ya se le ha visto en horario laboral con su novio en pleno agasajo y beso en la plaza de Tepotzotlán con su novio y que según se, también trabaja como chofer en el DIF llamado XXXXX, razón por la cual de acuerdo a la ley estás personas deberían de ser sancionadas ya que la causa por la que dejan de trabajar en horas laborales y según la ley están ewcibiendo un sueldo de la nómina proveniente de los impuestos que pagamos todos los ciudadanos. Espero sea considerada la presente presidenta palomita y muchas gracias” (Sic)


 Al respecto, El Sujeto Obligado respondió al solicitante mediante la presentación del siguiente documento:
a) “Oficio Respuesta Direccion.pdf”: Oficio número SMDIF/DG/125/2025 signado por el director general, dirigido a la titular de la unidad de transparencia, de fecha dieciséis de junio de dos mil veinticinco, en lo medular refiere que en términos del artículo 12 de la ley de transparencia local únicamente tiene la obligación de proporcionar la información que obra en sus archivos, luego entonces, no es posible atender lo peticionado. 


Por otra parte, y ante la respuesta del Sujeto Obligado, El Recurrente consideró que se trasgredió su derecho de acceso a la información, por lo que interpuso el presente recurso de revisión. Para su mejor entendimiento, la información solicitada y los motivos de inconformidad se muestran a continuación:

	INFORMACIÓN SOLICITADA
	RAZONES O MOTIVOS DE INCONFORMIDAD

	“Señora presidenta, me gustaría saber si usted sabe o tiene conocimiento de cuál es la razón por la que su personal, o específicamente la señora XXXXXX, de psicología de discapacidad no está atendiendo pacientes, van varias ocasiones en las he ido y no me ha querido atender por qué indica que no tiene Espacio en su agenda por todos los pacientes tiene que atender. El problema es que ya se le ha visto en horario laboral con su novio en pleno agasajo y beso en la plaza de Tepotzotlán con su novio y que según se, también trabaja como chofer en el DIF llamado XXXXXX, razón por la cual de acuerdo a la ley estás personas deberían de ser sancionadas ya que la causa por la que dejan de trabajar en horas laborales y según la ley están ewcibiendo un sueldo de la nómina proveniente de los impuestos que pagamos todos los ciudadanos. Espero sea considerada la presente presidenta palomita y muchas gracias” (Sic)


	“De acuerdo a lo que marca la ley de transparencia acceso a la información pública toda solicitud de información ciudadana, de un órgano grande, autoridad competente que solicita la información; esta deberá ser recibida por la unidad de transparencia y turnada al área unidad a la que se le solicita la información y que de acuerdo a sus funciones sea el área que debe dar respuesta a las solicitudes de información tal y como lo prevé la ley y la unidad de transparencia tenga conocimiento que tengan o puedan tener la información que se solicita. Por lo anterior una vez que la unidad de transparencia recibe la solicitud de información esta deberá ser turnada al área que de acuerdo a las facultades y funciones fue turnada a la oficina de presidencia y precisamente a la licenciada María Dolores Zuppa Villegas más no así al área que da respuesta. El parrafo anterior se deduce que el motivo de la inconformidad fue que no se le dio el trámite correcto a la solicitud, por lo que se viola el derecho individual y humano de certeza jurídica dado que el oficio que se recibió como respuesta no se obliga a derecho y tampoco se garantiza que el procedimiento realizado haya sido el correcto. Así también tampoco se aplican los principios de profesionalismo de esa institución dado que si bien es cierto que las cuestiones de índole personal atañen únicamente a los servidores públicos en cuestión también lo es que ambos servidores públicos perciben un sueldo que deriva del presupuesto asignado para la institución por lo tanto al ejercer recursos públicos a los dos servidores públicos en cuestión y que se indican sus nombres en la solicitud de información realizan actividades meramente personales en horarios de trabajo y fuera de sus lugares habituales donde debieran de estar prestando sus servicios profesionales más no así en lugar distinto y dentro del horario establecido para realizar sus funciones. Por lo que el motivo de la solicitud de información no es perjudicar a los servidores públicos sino por el contrario solicitar la información precisa clara y directa a la ciudadana presidenta de la dependencia a fin de saber si existe conocimiento y documentalmente existe pruebas o actas administrativas o procedimientos levantados ante los servidores públicos por esta cuestión. Por otro lado es violatorio de garantías la respuesta recibida por parte de la ciudadana Jenny Candelaria Sánchez Peza, dado que no es ella la persona la que fue solicitada la información y De igual forma no es ella la persona responsable de levantar los procedimientos administrativos ante cualquier servidor público y que de acuerdo a esta función debería ser el órgano de control la solicitud de la misma presidenta que es la que tiene o tuvo conocimiento de los hechos descritos en la solicitud de información. Por lo que en relación a lo anterior se viola el derecho confiabilidad por lo que no puede ser verificable por la ciudadanía la veracidad de que la tramitación a la solicitud fuera turnada a la máxima autoridad de la dependencia por lo que estamos en el supuesto de usurpación de funciones por parte de la directora. Por otro lado apegándome al artículo 12 que tal y como la funcionaria pública plasmo sobre el documento, el sujeto obligado a proporcionara toda la información pública que existe en sus archivos, también lo es que entre sus funciones se encuentran generar la información que derivado de sus funciones realizan todos los servidores públicos por lo tanto deben de existir las actas administrativas levantadas los procedimientos ante el órgano de control los antecedentes que tengan los servidores públicos que realizaron actividades en horario de trabajo y fuera de sus lugares habituales para realizar actividades meramente personales así también de acuerdo a la ley deben existir reglamentos internos que indican cuáles son las sanciones a las que todo servidor público debe aplicarse en caso de incurrir en actos que tal y como se describen en la solicitud fueron presenciadas por la ciudadanía y como bien se indicó son servidores públicos que perciben un sueldo derivado de recursos públicos Por lo cual es obligación de la persona que encabeza la dependencia dar aviso a su órgano de control a fin de que se realicen las medidas preventivas o en su defecto sanciones a fin de evitar que la circunstancia vuelva a repetirse. Por otro lado apegándome al acto impugnado de la falta de trámite a la solicitud de información se manifiesta el instituto que derivado de la respuesta recibida no se encuentra pegado a derecho a la ley de los principios de transparencia dado que no se adjunta el documento oficial en el que la unidad de transparencia turnó la solicitud de información al área respectiva, dándose por ende que el acto administrativo nunca se realizó dado que no existe constancia en la que la presidenta del dif haya sido notificada sobre la solicitud de información. Este último punto hace suponer que el sujeto obligado no trabaja bajo el principio de transparencia por lo que esta respuesta debería de ser acompañada del oficio de la unidad de transparencia a presidencia, al órgano de control interno o al área de recursos humanos que son las áreas que deberían de tener esta información sobre sus trabajadores estoy de acuerdo al fundamento legal en el que se indica que todo sujeto obligado y servidores públicos deben documentar todo hecho o acto que derive de sus funciones o facultades las cuales al no venir acompañada la notificación que antecede se da por hecho que no se está realizando el trámite correcto. Por lo anterior es violatorio de garantías el derecho de la ciudadanía al acceso a la información por lo cual solicito al instituto se ha revisado el presente recurso a fin de que de nueva cuenta se revise el presente asunto y la ciudadanía reciba la información, correcta, completa y solo aquella que de acuerdo a sus funciones deban realizar las areas competentes a fin de evitar que un área administrativa no competente de respuesta de algo que no conoce no sabe y no le consta y que no son sus funciones así también se solicita se perciba a la unidad de transparencia a fin de que entregue la información completa (notificarse la solicitud a las áreas a las que deba corresponderles y que sepa que puedan contar con la información) o por el contrario se aplique las medidas de apremio en caso de no contar con la información que de acuerdo a sus funciones debió de haber realizado la unidad de transparencia. Apelo al derecho y a la justicia para que en su momento se reciba la información conforme a derecho de la solicitud del y de acuerdo a lo impugnado en el presente recurso así como también al ejercicio de las facultades que tengan los sujetos obligados por medio de sus unidades de transparencia” (Sic)





Adjuntando el documento electrónico “Oficio Respuesta Direccion.pdf”, remitido por El Sujeto Obligado mediante respuesta primigenia.  Se debe resaltar que El Sujeto Obligado fue omiso en rendir su informe justificado. 
Hasta aquí lo expuesto, a toda luz se advierte la improcedencia del recurso por ampliación a la solicitud de información vía recurso de información o plus petitio (Artículo 191, fracción VII y 192, fracción IV de la Ley de Transparencia local), así como por tratarse de una consulta o tramite en especifico (Articulo 191, fracción VI y 192, fracción IV de la Ley de Transparencia local). 
Bajo este contexto, se hará el estudio de improcedencia con base en la segunda causal  referida, cobrando particular relevancia la corriente que emana de la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, a través de la jurisprudencia con número de registro digital 195744 de la Novena Época, visible en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo VIII, de agosto de 1998, tesis 2a/J. 54/98 en materia común, en la que se establece lo siguiente:
“SOBRESEIMIENTO. BASTA EL ESTUDIO DE UNA SOLA CAUSAL DE IMPROCEDENCIA.
Al quedar demostrado que el juicio de garantías es improcedente y que debe sobreseerse con apoyo en los artículos relativos de la Ley de Amparo, el que opere, o no, alguna otra causal de improcedencia, es irrelevante, porque no cambiaría el sentido de la resolución.
Amparo en revisión 7488/81. Maximino Juárez Miguel (Poblado de San Francisco Jaltepetongo, Municipio del mismo nombre, Estado de Oaxaca. Acumulados). 29 de noviembre de 1982. Cinco votos. Ponente: Carlos del Río Rodríguez. Secretario: Wilfrido Castañón León.
Amparo en revisión 540/97. Bancomer, S.A., Institución de Banca Múltiple y Grupo Financiero. 30 de enero de 1998. Cinco votos. Ponente: Sergio Salvador Aguirre Anguiano. Secretaria: Alma Delia Aguilar Chávez Nava.
Amparo en revisión 3059/97. Francisco Cañedo Zavaleta. 30 de enero de 1998. Cinco votos. Ponente: Sergio Salvador Aguirre Anguiano. Secretaria: Adela Domínguez Salazar.
Amparo en revisión 1634/96. Arturo Veana Espinosa. 20 de febrero de 1998. Cinco votos. Ponente: Sergio Salvador Aguirre Anguiano. Secretaria: Adela Domínguez Salazar.
Amparo en revisión 2204/97. De Raffaelo, S.A. de C.V. 27 de mayo de 1998. Cinco votos. Ponente: Juan Díaz Romero. Secretario: Aristeo Martínez Cruz.
Tesis de jurisprudencia 54/98. Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribunal, en sesión privada del veintiséis de junio de mil novecientos noventa y ocho.” [Sic] 

Así, una vez descritas las actuaciones en el expediente del recurso de revisión, se debe destacar que, al realizar la solicitud, la información fue requerida mediante planteamientos en donde no se identifica un documento en específico, en segundo lugar, se aprecia que en la misma se vierten manifestaciones subjetivas que no pueden ser atendidas mediante el Derecho de Acceso a la Información, es decir, no existe materia de derecho de acceso a la información sobre la que El Sujeto Obligado pueda entregar información alguna, ello es así porque El Recurrente requiere le sean respondidos una serie de cuestionamientos “Señora presidenta, me gustaría saber si usted sabe o tiene conocimiento de cuál es la razón por la que…”

Lo anterior implica que El Sujeto Obligado emita pronunciamiento específico respecto de la situación planteada por el particular, quien en su solicitud de información de información pretende expresar una interrogante o manifestación subjetiva. 

En ese tenor, cabe aclarar que cuando los planteamientos que formulen los particulares se pueda colmar con la entrega de documentos que los sujetos obligados generen, posean o administren en ejercicio de sus atribuciones, se está en presencia del derecho fundamental de acceso a la información, previsto en el artículo 6, Apartado A, fracción IV de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, el cual deberá garantizarse ordenando la entrega de tales documentales, siempre y cuando éstas sean de acceso público.

Sirve de sustento a lo anterior, el Criterio 028-10 emitido por el Pleno del entonces llamado Instituto Federal de Acceso a la Información y Protección de Datos, ahora Instituto Nacional de Transparencia, Acceso a la Información y Protección de Datos Personales que establece que se deberá garantizar el acceso a la información contenida en documentos que los sujetos obligados generen, obtengan, adquieran, transformen o conserven por cualquier título; que se entienden como cualquier registro que documente el ejercicio de las facultades o la actividad de los sujetos obligados sin importar su fuente o fecha de elaboración aunque la particular lleve a cabo una solicitud de información sin identificar de forma precisa la documentación, los sujetos obligados deberán hacer entrega del mismo al solicitante, como a continuación se cita:
“CUANDO EN UNA SOLICITUD DE INFORMACIÓN NO SE IDENTIFIQUE UN DOCUMENTO EN ESPECÍFICO, SI ÉSTA TIENE UNA EXPRESIÓN DOCUMENTAL, EL SUJETO OBLIGADO DEBERÁ ENTREGAR AL PARTICULAR EL DOCUMENTO EN ESPECÍFICO. 
La Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental tiene por objeto garantizar el acceso a la información contenida en documentos que los sujetos obligados generen, obtengan, adquieran, transformen o conserven por cualquier título; que se entienden como cualquier registro que documente el ejercicio de las facultades o la actividad de los sujetos obligados sin importar su fuente o fecha de elaboración. En este sentido, cuando la particular lleve a cabo una solicitud de información sin identificar de forma precisa la documentación específica que pudiera contener dicha información, o bien pareciera que más bien la solicitud se constituye como una consulta y no como una solicitud de acceso en términos de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, pero su respuesta puede obrar en algún documento, el sujeto obligado debe dar a la solicitud una interpretación que le dé una expresión documental. Es decir, si la respuesta a la solicitud obra en algún documento en poder de la autoridad, pero la particular no hace referencia específica a tal documento, se deberá hacer entrega del mismo al solicitante.” (Sic)

Visto de esta forma, con relación al extracto de la solicitud de información 00059/DIFTEPOTZO/IP/2025, referente a “Señora presidenta, me gustaría saber si usted sabe o tiene conocimiento de cuál es la razón por la que…”, se destaca que el derecho de acceso a la información pública estriba respecto de aquellos soportes documentales generados, poseídos o administrados por El Sujeto Obligado que se encuentren disponibles al momento de ejercer dicha prerrogativa, es decir, no se encuentra constreñido a emitir pronunciamientos en especifico o generar documentos ad hoc. 

Por otra parte, con apego a lo dispuesto en el artículo 9 fracciones IV y VI de la Ley de Transparencia estatal, este Instituto debe actuar apegado a los principios de imparcialidad y legalidad; el primero de ellos consistente en una cualidad para que las actuaciones sean ajenas o extrañas a los intereses de las partes en la controversia resolviendo sin favorecer a ninguna de ellas y el segundo de ellos la obligación de ajustar su actuación fundando y motivando las resoluciones y actos en las normas aplicables.

De lo anterior, este Instituto en aras de tutelar el derecho de acceso a la información de los particulares, tiene la obligación de apegarse en todo momento a lo que dispone la Ley de la materia, garantizando los principios de imparcialidad y legalidad en el procedimiento de impugnación y resolución del recurso planteado.

Por tanto, se debe precisar que la naturaleza del derecho de acceso a la información impide que se dé contestación a requerimientos que conllevan al pronunciamiento específico de interrogantes sobre variados temas, se brinde una asesoría legal o se requiera una consulta específica mediante el SAIMEX. Consecuentemente, se estima que la solicitud de información es improcedente en virtud de que el requerimiento consiste en un pronunciamiento sobre cuestionamientos derivados de juicios subjetivos por parte del Recurrente, sin que se requiriera específicamente un documento generado en el ejercicio de las atribuciones del Sujeto Obligado que permita a este localizarlo y, en su caso, ponerlo a su disposición.

Lo anterior con fundamento en lo establecido por el artículo 6 apartado A fracciones I, II y III de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos que a la letra señala lo siguiente:
“Artículo 6o. […] 
A. Para el ejercicio del derecho de acceso a la información, la Federación, los Estados y el Distrito Federal, en el ámbito de sus respectivas competencias, se regirán por los siguientes principios y bases:
I. Toda la información en posesión de cualquier autoridad, entidad, órgano y organismo de los Poderes Ejecutivo, Legislativo y Judicial, órganos autónomos, partidos políticos, fideicomisos y fondos públicos, así como de cualquier persona física, moral o sindicato que reciba y ejerza recursos públicos o realice actos de autoridad en el ámbito federal, estatal y municipal, es pública y sólo podrá ser reservada temporalmente por razones de interés público y seguridad nacional, en los términos que fijen las leyes. En la interpretación de este derecho deberá prevalecer el principio de máxima publicidad. Los sujetos obligados deberán documentar todo acto que derive del ejercicio de sus facultades, competencias o funciones, la ley determinará los supuestos específicos bajo los cuales procederá la declaración de inexistencia de la información.
II. La información que se refiere a la vida privada y los datos personales será protegida en los términos y con las excepciones que fijen las leyes.
III. Toda persona, sin necesidad de acreditar interés alguno o justificar su utilización, tendrá acceso gratuito a la información pública, a sus datos personales o a la rectificación de éstos.” (Sic)

Del precepto constitucional en cita se desprende que toda información en posesión de cualquier autoridad es pública y sólo podrá ser reservada por interés público y seguridad, es decir, entendiéndose como aquella que posea al momento de la solicitud, sin que se conmine a su generación derivado de una solicitud de información en específico que conlleve a realizar un procesamiento o investigaciones de la información. 
Asimismo, resulta aplicable lo dispuesto en los artículos 4 y 12 de la Ley de Transparencia local, que a la letra estipulan lo siguiente: 
“Artículo 4. El derecho humano de acceso a la información pública es la prerrogativa de las personas para buscar, difundir, investigar, recabar, recibir y solicitar información pública, sin necesidad de acreditar personalidad ni interés jurídico.
Toda la información generada, obtenida, adquirida, transformada, administrada o en posesión de los sujetos obligados es pública y accesible de manera permanente a cualquier persona, en los términos y condiciones que se establezcan en los tratados internacionales de los que el Estado mexicano sea parte, en la Ley General, la presente Ley y demás disposiciones de la materia, privilegiando el principio de máxima publicidad de la información. Solo podrá ser clasificada excepcionalmente como reservada temporalmente por razones de interés público, en los términos de las causas legítimas y estrictamente necesarias previstas por esta Ley.
Los sujetos obligados deben poner en práctica, políticas y programas de acceso a la información que se apeguen a criterios de publicidad, veracidad, oportunidad, precisión y suficiencia en beneficio de los solicitantes.
Artículo 12. Quienes generen, recopilen, administren, manejen, procesen, archiven o conserven información pública serán responsables de la misma en los términos de las disposiciones jurídicas aplicables.
Los sujetos obligados sólo proporcionarán la información pública que se les requiera y que obre en sus archivos y en el estado en que ésta se encuentre. La obligación de proporcionar información no comprende el procesamiento de la misma, ni el presentarla conforme al interés del solicitante; no estarán obligados a generarla, resumirla, efectuar cálculos o practicar investigaciones.” (Sic)

De los artículos referidos se desprende que toda la información generada, obtenida, adquirida, transformada, administrada o en posesión de los sujetos obligados es pública y accesible de manera permanente a cualquier persona, empero, en los términos que establezca la normatividad aplicable, conminando a los sujetos obligados a sólo proporcionar la información que se les requiera y que obre en sus archivos y en el estado en que ésta se encuentre, sin que se comprenda el procesamiento de la misma, el presentarla conforme al interés de los solicitantes, ni generarla, resumirla, efectuar cálculos o practicar investigaciones.
Además, de conformidad con lo establecido en el artículo 12 de la Ley de la materia referido anteriormente, los sujetos obligados sólo proporcionarán la información que obra en sus archivos, lo que a contrario sensu significa que no se está obligado a proporcionar lo que no obre en sus archivos.
Por lo anterior, al no constituirse dicho cuestionamiento como materia del derecho de acceso a la información, se considera que El Sujeto Obligado no está constreñido a emitir una respuesta al mismo, por lo que se estiman infundados los motivos de inconformidad del Recurrente.
Hasta aquí lo expuesto, la Ley de la materia establece como causas de improcedencia que se trate de una consulta, o tramite en específico, lo que en el caso en concreto actualiza lo dispuesto en artículo 192 fracción IV con relación al 191 fracción VI de la Ley de Transparencia estatal, que a la letra estipulan lo siguiente:
“Artículo 191. El recurso será desechado por improcedente cuando:
(…)
VI. Se trate de una consulta, o trámite en específico; y
(…)
Artículo 192. El recurso será sobreseído, en todo o en parte, cuando una vez admitido, se actualicen alguno de los siguientes supuestos:
(…)
IV. Admitido el recurso de revisión, aparezca alguna causal de improcedencia en los términos de la presente Ley; y
(…)” (Sic)

En ese sentido, es necesario referir que las causales de improcedencia deben ser examinadas de oficio y si de dicho examen se actualiza una causal de improcedencia, por técnica jurídica, es de estudio preferente. Sirve como criterio orientador, lo establecido en la jurisprudencia por reiteración con número de registro digital 194697[footnoteRef:2], emitida por la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la que se dispone lo siguiente:  [2:  Tesis 1a./J. 3/99, Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, tomo IX, enero de 1999, pág. 13.] 

“IMPROCEDENCIA. ESTUDIO PREFERENCIAL DE LAS CAUSALES PREVISTAS EN EL ARTÍCULO 73 DE LA LEY DE AMPARO. 
De conformidad con lo dispuesto en el último párrafo del artículo 73 de la Ley de Amparo las causales de improcedencia deben ser examinadas de oficio y debe abordarse en cualquier instancia en que el juicio se encuentre; de tal manera que si en la revisión se advierte que existen otras causas de estudio preferente a la invocada por el Juez para sobreseer, habrán de analizarse, sin atender razonamiento alguno expresado por la Recurrente. Esto es así porque si bien el artículo 73 prevé diversas causas de improcede	ncia y todas ellas conducen a decretar el sobreseimiento en el juicio, sin analizar el fondo del asunto, de entre ellas existen algunas cuyo orden de importancia amerita que se estudien de forma preferente. Una de estas causas es la inobservancia al principio de definitividad que rige en el juicio de garantías, porque si, efectivamente, no se atendió a ese principio, la acción en sí misma es improcedente, pues se entiende que no es éste el momento de ejercitarla; y la actualización de este motivo conduce al sobreseimiento total en el juicio. Así, si el Juez de Distrito para sobreseer atendió a la causal propuesta por las responsables en el sentido de que se consintió la ley reclamada y, por su parte, consideró de oficio que respecto de los restantes actos había dejado de existir su objeto o materia; pero en revisión se advierte que existe otra de estudio preferente (inobservancia al principio de definitividad) que daría lugar al sobreseimiento total en el juicio y que, por ello, resultarían inatendibles los agravios que se hubieren hecho valer, lo procedente es invocar tal motivo de sobreseimiento y con base en él confirmar la sentencia, aun cuando por diversos motivos, al sustentado por el referido Juez de Distrito.” (Sic)

Es importante resaltar a manera de analogía que la Suprema Corte de Justicia de la Nación mediante el número 2 de la Serie Estudios Introductorios sobre el Juicio de Amparo relativo a LA IMPROCEDENCIA DE LA ACCIÓN DE AMPARO definió a la improcedencia del amparo como la institución jurídica procesal en la que, al actualizarse ciertas circunstancias previstas en la Constitución Federal, en la Ley de Amparo o en la Jurisprudencia, el órgano jurisdiccional se ve impedido para analizar y resolver el fondo del asunto y que la causa de improcedencia puede tenerse por acreditada desde el momento en que se presenta la demanda de amparo, lo que generará que la demanda sea desechada; o bien, después de admitida la demanda, lo que tendrá como consecuencia que se sobresea en el juicio.
Por lo anterior, al acreditarse la procedencia del sobreseimiento, este Instituto está imposibilitado para analizar las cuestiones de fondo, en virtud de que el sobreseimiento constituye un acto procesal que termina el proceso por cuestiones ajenas al fondo del asunto, lo anterior conforme a la jurisprudencia identificada como el registro digital 220705[footnoteRef:3], en la que se estipula lo siguiente: [3:  Tesis V.2o. J/15, Semanario Judicial de la Federación, Octava Época, tomo IX, enero de 1992, p. 115.] 

“SOBRESEIMIENTO. IMPIDE EL ESTUDIO DE LAS CUESTIONES DE FONDO.
La resolución en que se decreta el sobreseimiento en el juicio constituye un acto procesal que termina la instancia por cuestiones ajenas al aspecto de fondo planteado. Así, no causa agravio la sentencia que no se ocupa de examinar la constitucionalidad o inconstitucionalidad del acto reclamado, ya que tal cuestión constituye el problema de fondo planteado.” (Sic)

Finalmente, con relación al extracto de los motivos de inconformidad referente a: “también se solicita se perciba a la unidad de transparencia a fin de que entregue la información completa (notificarse la solicitud a las áreas a las que deba corresponderles y que sepa que puedan contar con la información) o por el contrario se aplique las medidas de apremio en caso de no contar con la información que de acuerdo a sus funciones debió de haber realizado la unidad de transparencia” se destaca que el recurso de revisión no se trata de un medio para solicitar la imposición de sanciones, apercibimientos o medidas de apremio. 

Así, con fundamento en lo prescrito en los artículos 36 fracciones II y III, así como en la segunda hipótesis de la fracción I del artículo 186 fracción I, 191 fracción VI y 192 fracción IV de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios el Pleno de este Órgano Garante:

R E S U E L V E
PRIMERO Se SOBRESEE el recurso de revisión número 07285/INFOEM/IP/RR/2025, por improcedente al actualizarse lo dispuesto en el artículo 192 fracción IV, con relación a la fracción VI del artículo 191 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, en términos del Considerando CUARTO de la presente resolución.

SEGUNDO. Notifíquese la presente resolución al Titular de la Unidad de Transparencia del Sujeto Obligado mediante el Sistema de Acceso a la Información Mexiquense (SAIMEX).

TERCERO. Notifíquese la presente resolución al Recurrente a través del Sistema de Acceso a la Información Mexiquense (SAIMEX), y hágase de su conocimiento que, en caso de considerar que la misma le causa algún perjuicio, podrá promover el Juicio de Amparo en los términos de las leyes aplicables, de acuerdo con lo estipulado en el artículo 196 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios.

ASÍ LO ACORDÓ, POR UNANIMIDAD DE VOTOS, EL PLENO DEL INSTITUTO DE TRANSPARENCIA, ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA Y PROTECCIÓN DE DATOS PERSONALES DEL ESTADO DE MÉXICO Y MUNICIPIOS, CONFORMADO POR LOS COMISIONADOS JOSÉ MARTÍNEZ VILCHIS, MARÍA DEL ROSARIO MEJÍA AYALA, SHARON CRISTINA MORALES MARTÍNEZ, LUIS GUSTAVO PARRA NORIEGA Y GUADALUPE RAMÍREZ PEÑA; EN LA VIGÉSIMA SÉPTIMA SESIÓN ORDINARIA CELEBRADA EL SEIS DE AGOSTO DE DOS MIL VEINTICINCO, ANTE EL SECRETARIO TÉCNICO DEL PLENO, ALEXIS TAPIA RAMÍREZ. 
CCR/JCMA
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